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 ACCIONANTE: GLORIA CECILIA ACEVEDO GALLEGO, R.L. de Unión Constructora Álamos S.A.S)

ACCIONADA: Superintendencia de Salud y otros

ASUNTO: Confirma  

SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA/ Legalidad de actos administrativos debe ser debatida a través de los mecanismos principales dispuestos en la justicia contenciosa administrativa y no a través del medio excepcional de tutela, salvo que se demuestre la falta de idoneidad de aquellos 
“(…) la Sala observa que no se cumple con el requisito de procedibilidad relativo a la subsidiariedad, por las razones siguientes: i) la jurisdicción competente para conocer y controvertir las actuaciones administrativas de la Superintendencia Nacional de Salud frente a la IPS SALUDCOOP y la EPS SALUDCOOP donde se encuentran inmersos derechos de sus acreedores, es la jurisdicción contenciosa administrativa; ii) en la jurisdicción contenciosa administrativa existen recursos o medios de defensa eficaces e idóneos para conocer de las actos administrativos expedidos por la entidad accionada y iii) la actora no agotó la vía ordinaria, sino que se dirigió directamente a instaurar la acción de tutela y no demostró que en la jurisdicción administrativa no existían los mecanismos eficaces para hacer valer sus prerrogativas constitucionales, como tampoco se advierte la existencia de un perjuicio irremediable.  Por lo tanto, el conflicto derivado de las actuaciones de la Superintendencia Nacional de Salud no debe ser resuelto por vía de tutela, lo que pone de presente su carácter subsidiario para la protección de los derechos fundamentales invocados (…) habida cuenta que la demanda de amparo está siendo usada como una instancia de decisión en conflictos legales, lo que deslegitimaría la función del juez constitucional.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-410 de 2009 y T-888 de 2012. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta y uno (31) de marzo de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.268
Hora: 8:15 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora Gloria Cecilia Acevedo Gallego, en su condición de representante legal de la UNIÓN CONSTRUCTORA ALAMOS S.A.S, contra del fallo de tutela emitido el 5 de febrero de 2016 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. La señora Gloria Cecilia Acevedo Gallego, en su condición de representante legal de la UNIÓN CONSTRUCTORA ALAMOS S.A.S, presentó acción de tutela en contra de la Superintendencia Nacional de Salud, la Superintendencia de Sociedades y la Contraloría General de la República, esta última convocada en su calidad de máximo orden de control fiscal, con el fin de que se garantizaran los derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y a la información de la entidad que representa, además  solicitó como medida provisional la suspensión de los términos para la presentación de las acreencias en el proceso liquidatario de la EPS SALUDCOOP, en tanto se defina la situación de integración de la liquidación de la EPS SALUDCOOP y la IPS SALUDCOOP con el fin de garantizar a los acreedores el debido proceso y el derecho de defensa en el trámite de los procesos liquidatarios, según los hechos expuestos por la accionante, de la siguiente manera: 
· Mediante la Resolución No.2414 del 24 de noviembre de 2015 se ordenó la liquidación de la EPS SALUDCOOP y con la Resolución No.025 de 2016 del 12 de enero de 2016 se ordenó la liquidación de la IPS SALUDCOOP.
· La IPS mencionada envió a la UNIÓN CONSTRUCTORA ALAMOS S.A.S un día antes de la liquidación un documento confidencial para que se suscribiera un acuerdo de pago contra un fideicomiso de pagos a constituir en actos de poca claridad y con riesgo a los demás acreedores.

· La Superintendencia de Sociedades mediante Resolución No.125-015813 de 2011 declaró la existencia por causa de las interrelaciones entre distintas entidades del grupo GRUPO EMPRESARIO SALUDCOOP del que hacen parte la EPS SALUDCOOP y la IPS SALUDCOOP.

· La Superintendencia de Salud ha omitido su deber constitucional y legal de integrar la liquidación de las entidades como grupo empresarial, la cual es necesaria para garantizar la confianza legítima de los ciudadanos y para el servicio de los usuarios en aras de la restitución del patrimonio de los acreedores, pues es un hecho notorio que el gobierno nacional a través del FOSYGA las entidades que hacen parte del sistema de seguridad social tienen créditos con la IPS y la EPS SALUDCOOP.
· No obstante el vínculo empresarial se ha designado un liquidador individual.   La información sobre activos y pasivos de las entidades se ofrece de manera separada restringiendo la misma a sus acreedores.  Por lo tanto, no existe coordinación para presentación y verificación de los créditos, máxime cuando puede establecerse los vínculos contractuales por lo que se hace necesario como grupo, disponer la valoración conjunta de los activos.
· Finalizó insistiendo que para salvaguardar la garantía de los acreedores del Grupo Saludcoop se requería la integración de activos teniendo en consideración el “internexo empresarial”.
2.2.   En el acápite de pretensiones, la accionante solicitó: i) ordenar a la Superintendencia de Salud y a la Superintendencia de Sociedades la integración de las liquidaciones de la EPS SALUDCOOP y la IPS SALUDCOOP; ii) convocar a la Contraloría General de la República como ente de control por el alcance que el hecho tiene para la Nación por causa de los recursos de la duda que están incorporados al FOSYGA, uno de los mayores acreedores de las entidades del GRUPO SALUDCOOP referido y iii) suspender el término para la presentación de acreencias dentro del trámite de liquidación de la EPS SALUDCOOP.

2.3. La accionante adjuntó copia de los siguientes documentos: i) certificado de existencia y representación legal de la UNIÓN CONSTRUCTORA ÁLAMOS S.A.S.; ii) concepto jurídico dirigido a la Superintendencia de Sociedades sobre el grupo empresarial SALUDCOOP; iii) contrato de transacción celebrado entre la CORPORACIÓN IPS SALUDCOOP en intervención y la UNIÓN CONSTRUCTORA ÁLAMOS S.A.S.  y iv) Resolución No.125-015813 del 2011/10/21 expedida por la Superintendencia de Sociedades.   (Fls. 5-42)
2.4. Mediante auto del 22 de enero de 2016 el Juzgado 4º Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, avocó el conocimiento de la presente acción de tutela, ordenó correr traslado de la misma a la Superintendencia Nacional de Salud, a la Superintendencia de Sociedades y vinculó al trámite tanto a la IPS SALUDCOOP, a la EPS SALUDCOOP como a la Contraloría General de la República.   Así mismo, negó la medida previa solicitada por la accionante por cuanto no estaba acreditada la existencia de un perjuicio inminente.  (Fls. 50 y 51)

3. RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD 

El abogado Diego Germán Escobar Alarcón, apoderado de la Superintendencia Nacional de Salud se refirió a la competencia de dicha entidad según las normas legales vigentes para indicar que las medidas especiales como las preventivas y las de salvamento que adopte esa entidad están dirigidas a prevenir la afectación de la prestación del servicio de seguridad social en salud a lo población afiliada y a proteger los recursos del SGSSS.

Se pronunció sobre la improcedencia de adelantar la liquidación de SALUDCOOP EPS y SALUDCOOP IPS en un solo proceso así como a su consolidación patrimonial en el proceso de liquidación, por cuanto las mismas fueron liquidadas como empresa matriz, la primera y la segunda, como subordinada, ya que se trata de dos personas jurídicas distintas con objeto social diferente, conceptos definidos y analizados en la Resolución No.125-015813 de 2011 de la Superintendencia de Sociedades. 

Propuso como excepciones a la demanda la falta de legitimación en la causa por activa y pasiva, por inexistencia de perjuicio irremediable, por la existencia de mecanismo judicial alternativo y por inexistencia de violación de derechos fundamentales.   Por lo tanto, solicitó que se declare improcedente la presente acción de tutela (folios 57-63).
Igualmente, mediante otro escrito radicado en el juzgado de primer grado, solicitó que se vinculara a los interventores de la EPS SALUDCOOP y la IPS SALUDCOOP (folio 66).

3.1. CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

El Contralor Delegado se refirió a cada uno de los hechos expuestos y consideró que los mismos correspondían a afirmaciones de la accionante.

Indicó la competencia legal y constitucional de la Contraloría General de la República para concluir la improcedencia de su vinculación al presente trámite y por lo tanto, solicitó su desvinculación al considerar que esa dependencia no vulneró los derechos fundamentales invocados por la tutelante, máxime que sus pretensiones no le corresponde atenderlas a ese organismo de control.

3.3. CORPORACIÓN IPS  SALUDCOOP EN LIQUIDACIÓN

El A quo recibió respuesta de esta entidad el 16 de febrero de 2016, luego de emitido el fallo de primera instancia, por lo cual esta Sala no hará alusión a la misma por ser extemporánea.
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 5 de febrero de 2016 el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, resolvió negar la tutela, por cuanto consideró que la accionante cuenta con otro medio de defensa judicial de los derechos fundamentales invocados y que el amparo solicitado no procede como mecanismo transitorio por no haberse demostrado la existencia de un perjuicio irremediable (folios 72–79).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, la señora Gloria Cecilia Acevedo Gallego, presentó escrito mediante el cual solicitó la protección constitucional invocada por cuanto consideró que no existe otro mecanismo inmediato para evitar un daño inminente por cuanto no se decretó por parte de la Superintendencia de Salud la liquidación conjunta de la EPS SALUDCOOP y la IPS SALUDCOOP conforme a las prescripciones  legales, lo que imposibilita a los deudores a adelantar acciones legales inmediatas para precaver el daño patrimonial y a la confianza pública por  la no declaración de integración de patrimonios.

Insistió en que existen nexos económicos, patrimoniales y administrativos entre la EPS SALUDCOOP y la IPS SALUDCOOP, por lo tanto, la Superintendencia de Salud debió haber realizado el proceso de liquidación de manera conjunta ante la existencia del GRUPO EMPRESARIAL SALUDCOOP declarada mediante la Resolución No.125-015813 del 24 de octubre de 2011.

Por lo tanto, replicó que se requiere integrar las liquidaciones de la EPS SALUDCOOP y la IPS SALUDCOOP mediante la figura de liquidación conjunta prevista en la Ley 1116 de 2006, Ley 222 de 1995 artículo 148, Decreto 2749 de 2011, de manera que se conforme una sola masa de bienes que consulte la realidad jurídica de la operación de la matriz SALUDCOOP EPS que posee el 90% del capital en SALUDCOOP IPS.

Indicó que hubo actos fraudulentos de la EPS SALUDCOOP y fueron ejecutados sin legitimidad patrimonial, lo cual se evidencia por la sanción impuesta por la Procuraduría General de la República al señor Palacino, Gerente de la EPS SALUDCOOP matriz del holding GRUPO SALUDCOOP y los procesos penales que se encuentran en curso a petición de las entidades de control, de los cuales la accionante solicita que se informe para que se tenga como base para la decisión. 

Anexó con el recurso de apelación, los siguientes documentos: i) Comunicado de prensa CP-OCEII-002 “SUPERSALUD ORDENA LA LIQUIDACIÓN DE LA CORPORACIÓN SALUDCOOP”; ii) Resolución No. 000025 del 12 de enero de 2016 de la Superintendencia Nacional de Salud; iii) Comunicado de Prensa CP-OCEII-021 “SUPERSALUD PRORROGA INTERVENCIÓN A LA CORPORACIÓN IPS SALUDCOOP”; iv) Comunicado de Prensa CP –OCEII-012; v) Resolución 000467 de 2014 de la Superintendencia Nacional de Salud; vi) Comunicado de la Contraloría General de la República con ocasión  de la intervención de la Corporación IPS Saludcoop por parte de la Superintendencia de Salud y vii) Noticia impresa de la página web de la Procuraduría General de la Nación donde se informa la sanción e inhabilidad contra el Presidente y Miembros de la Junta Directiva de SaludCoop  (Fls. 95-121)
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero del referido fallo de tutela que declaro improcedente la acción por existir otro mecanismo de defensa para hacer valer los derechos invocados.
5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.

5.6.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
5.6.1. En el caso sub examine, la Sala encuentra que la actora, en calidad de representante legal de la empresa UNIÓN CONSTRUCTORA ÁLAMOS S.A.S., entidad acreedora de la IPS SALUDCOOP, solicitó al juez de tutela que se ordene a la Superintendencia Nacional de Salud realice la liquidación conjunta de la EPS SALUDCOOP y la IPS SALUDCOOP conforme a las prescripciones  legales, ya que de manera separada imposibilita a los deudores adelantar acciones legales inmediatas para precaver el daño patrimonial y a la confianza pública por  la no declaración de integración de patrimonios.  La accionante fundó su petición en la figura de liquidación conjunta prevista en la Ley 1116 de 2006; la Ley 222 de 1995 artículo 148 y el Decreto 2749 de 2011 y en tal sentido, considera que se debe conformar una sola masa de bienes que consulte la realidad jurídica de la operación de la matriz SALUDCOOP EPS que posee el 90% del capital en SALUDCOOP IPS.  
5.6.2. Sea entonces pertinente indicar que la Ley 1116 de 2006, “Por la cual se establece el Régimen de Insolvencia Empresarial en la República de Colombia y se dictan otras disposiciones” en su artículo 6º consagra lo siguiente:

“ARTÍCULO 6o. COMPETENCIA. Conocerán del proceso de insolvencia, como jueces del concurso:  La Superintendencia de Sociedades, en uso de facultades jurisdiccionales, de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3o del artículo 116 de la Constitución Política, en el caso de todas las sociedades, empresas unipersonales y sucursales de sociedades extranjeras y, a prevención, tratándose de deudores personas naturales comerciantes.(…)

Así las cosas, en este asunto en concreto la Superintendencia Nacional de Salud dentro del proceso liquidatario llevado en contra del GRUPO SALUDCOOP profirió las Resoluciones Nos.02414 del 24 de noviembre de 2015 y la N.0025 del 12 enero de 2016 mediante las cuales decidió liquidar a la EPS SALUDCOOP y la IPS SALUDCOOP, respectivamente, es decir en procedimientos separados y dirigidos por agentes especiales liquidadores diferentes.

5.6.3. Insistió la actora que la Superintendencia Nacional de Salud con sus determinaciones vulneró los derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y a la información, al argumentar que esa dependencia desconoció al liquidar por separado a la EPS SALUDCOOP y la IPS SALUDCOOP los activos de cada entidad de forma independiente no alcanzarán para pagar los pasivos que cada una tiene con sus acreedores.

5.6.4. La Sala reitera que la acción de tutela es un  mecanismo de defensa judicial que permite la protección inmediata de los derechos fundamentales de una persona, cuando la acción u omisión de cualquier autoridad pública o incluso de los particulares,  vulnera o amenaza tales derechos constitucionales.  Al respecto la Corte constitucional ha insistido que “este mecanismo privilegiado de protección, debe cumplir sin embargo con los requisitos de (i) relevancia constitucional, en cuanto sea una cuestión que plantea una discusión de orden constitucional al evidenciarse una afectación de un derecho fundamental; (ii) inmediatez, en cuanto la acción de tutela se concibe como un mecanismo de protección inmediata de los derechos fundamentales, de acuerdo con los criterios de razonabilidad y proporcionalidad; y (iii) subsidiariedad, en razón a que este mecanismo sólo procede cuando se han agotado todas los medios de defensa por las vías judiciales ordinarias antes de acudir al juez de tutela”.
   (Subrayas nuestras)

5.6.5. De los argumentos esgrimidos por la actora en su demanda de amparo en contra de la Superintendencia Nacional de Salud se dirigen específicamente a controvertir por vía tutelar los actos administrativos mediante los cuales la Superintendencia demandada adoptó medidas de intervención, de toma de posesión de bienes y propiedades, y de liquidación frente a la IPS SALUDCOOP, de la cual la sociedad UNIÓN CONSTRUCTURA ÁLAMOS S.A.S. es acreedora, lo que significa que la actora cuenta con otro mecanismo para debatir las determinaciones adoptadas por la Superintendencia Nacional de Salud como lo es la jurisdicción contencioso administrativa, lo que hace improcedente la acción de tutela, a no ser como lo ha señalado la jurisprudencia de la Corte Constitucional que se esté frente a un perjuicio irremedible, así: 
“en principio, las controversias frente a actos administrativos, deben ser resueltas por la jurisdicción contenciosa administrativa, pero ha admitido que este criterio no es absoluto, toda vez que frente a la amenaza o vulneración de derechos fundamentales del demandante, la acción constitucional es procedente en algunos casos. 

En punto a este tema, es importante mencionar que en el caso de actos administrativos de los cuales pueda desprenderse la ocurrencia de un daño o perjuicio irremediable, la Corte ha reconocido que si bien no puede sustituir la jurisdicción de lo contencioso administrativo decidiendo sobre la validez o suspensión provisional de dichos actos, sí puede ordenar la inaplicación de estos actos con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales de los petentes.
(…) En otras palabras, el afectado debe recurrir primero a los mecanismos de defensa judicial que sean más eficaces para la protección de sus derechos antes de pretender el amparo de la tutela, porque esta acción no debe desplazar los recursos y mecanismos de defensa previstos en la regulación común o jurisdicción ordinaria.

De otra parte, es de señalar que cuando la tutela se presenta como mecanismo transitorio contra actos administrativos es necesario que sea claro el perjuicio irremediable que alega la parte actora y que ésta demuestre, aunque sea de manera sumaria, lo que solicita”.
  (Subrayas fuera del texto original)
5.6.6. En tal virtud, lo debatido por la actora no tiene relevancia constitucional, habida cuenta que la misma está haciendo una interpretación propia de las disposiciones legales que rigen el procedimiento de liquidación llevado a cabo por la Superintendencia Nacional de Salud y  valga la pena aclarar, dicho trámite aún se encuentra en curso, donde la entidad demandada hasta el momento ha proferido actos administrativos de contenido general, impersonal y abstracto, lo que igualmente hace improcedente la acción de tutela  por expresa prohibición del artículo 6º  numeral 5º  del Decreto 2591 de 1991, que consagra lo siguiente:

“Artículo 6o. Causales de improcedencia de la tutela. La acción de tutela no procederá: (…)
 5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”
Con respecto a la norma acabada de señalar, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha dicho en repetidas ocasiones que la acción de tutela no es la vía para debatir actos administrativos de carácter general, impersonal y abstracto, así: 
“Esta Corte, a través de abundante jurisprudencia, ha desarrollado una línea de interpretación uniforme que, en primer lugar, ratifica la regla general según la cual la acción de tutela no es el mecanismo idóneo y apropiado para controvertir actos cuya naturaleza sea general, impersonal y abstracta, resultando en estos caso improcedente, y en segundo lugar admite que, excepcionalmente, es posible acudir al mecanismo de amparo constitucional,  cuando se compruebe que de la aplicación o ejecución de un acto de esta naturaleza se origina la vulneración o amenaza a algún derecho fundamental de una persona determinada o determinable, y siempre que se trate de conjurar la posible configuración de un perjuicio o daño irremediable en los términos definidos por la jurisprudencia constitucional.”
Revisado el material probatorio y de acuerdo a los planteamientos de la impugnante, en este asunto sometido a estudio, la Sala observa que no se cumple con el requisito de procedibilidad relativo a la subsidiariedad, por las razones siguientes: i) la jurisdicción competente para conocer y controvertir las actuaciones administrativas de la Superintendencia Nacional de Salud frente a la IPS SALUDCOOP y la EPS SALUDCOOP donde se encuentran inmersos derechos de sus acreedores, es la jurisdicción contenciosa administrativa; ii) en la jurisdicción contenciosa administrativa existen recursos o medios de defensa eficaces e idóneos para conocer de las actos administrativos expedidos por la entidad accionada y iii) la actora no agotó la vía ordinaria, sino que se dirigió directamente a instaurar la acción de tutela y no demostró que en la jurisdicción administrativa no existían los mecanismos eficaces para hacer valer sus prerrogativas constitucionales, como tampoco se advierte la existencia de un perjuicio irremediable.  Por lo tanto, el conflicto derivado de las actuaciones de la Superintendencia Nacional de Salud no debe ser resuelto por vía de tutela, lo que pone de presente su carácter subsidiario para la protección de los derechos fundamentales invocados por la señora Gloria Cecilia Acevedo Gallego a nombre de la empresa que representa, habida cuenta que la demanda de amparo está siendo usada como una instancia de decisión en conflictos legales, lo que deslegitimaría la función del juez constitucional. 

5.6.7. De lo anterior, la Sala concluye que la inconformidad de la accionante tiene que ver con el presunto desconocimiento de normas procesales que rigen el trámite de liquidación de sociedades ante la Superintendencia Nacional de Salud sin que haya probado la afectación de los derechos fundamentales invocados.  Por lo tanto, esta Colegiatura confirma la decisión tomada por el juez de primer nivel.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Pen al del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 5 de febrero de 2016 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por la señora Gloria Cecilia Acevedo Gallego, en su condición de representante legal de la UNIÓN CONSTRUCTORA ALAMOS S.A.S en contra de la Superintendencia Nacional de Salud y otros, en lo que fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


�Ver Sentencia T-888 de 2012.


� Ver la Sentencia T-203 de 1993.


� Ver la Sentencia T-410 de 2009.
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